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LA CUARTA PÁGINA 	 OPINIÓN 

Sobre la reforma universitaria 
Poner el cascabel al gato es lograr que los cambios se apliquen y no queden diluidos en la burocracia. 
La clave es dar los instrumentos a las autoridades académicas para que actúen contra los grupos de presión 
Por CLARA EUGENIA NúÑEZ 

H ace unos días, EL PAÍS proponía 10 
reformas en defonsa de la demo-
cracia ye! progreso económico, en-

tre otras un pacto educativo que garantice 
la formación de capital humano y la investi-
gación, basado en un sistema de criterios, 
incentivos y controles aieno  a los vaivenes 
políticos. Unos días más tarde, el Ministe-
rio de Educación hacía públicas las pro-
puestas para la mejora y eficiencia del siste-
ma universitario español de la comisión de 
expertos nombrada hace unos meses por 
el propio ministro. El problema que se pre-
tende resolver, según se deduce del texto, 
es el exceso de uniformidad y la escasa 
diversidad del sistema universitario espa-
ñol que ni atiende debidamente las necesi-
dades sociales de formación e investiga-
ción ni tiene instituciones de prestigio en-
tre las pI-imel-as 200 del mundo. ¿Garanti-
zarían dichas propuestas esa imprescindi-
ble y urgente transformación de tan vetus-
ta institución en caso de que llegaran a 
convertirse en la cuarta ley universitaria 
de la democracia? Personalmente tengo se-
rias dudas al respecto. 

El documento es claro y está bien redac-
tado. Reconoce la contribución de la uni-
versidad a la sociedad, muy inferior a la 
que se espera de ella, e identifica algunos 
de los males que le impiden mejoi-ai; entre 
otros muchos: el perfil académico de los 
pi-ofosores, con un balísimo índice de inves-
tigadores entre ellos; unas titulaciones 
prácticamente idénticas en campus situa-
dos a escasos kilómetros unos de otros; las 
malas prácticas de contratación y la extre-
ma bui-ocratización de la vida académica; 
y, por supuesto, la ausencia de verdaderos 
controles externos. No hay duda de que la 
universidad sería mejor si se asumieran la 
mayor parte de las pi-opuestas, es decir: si 
las oposiciones fueran públicas y abiei-tas 
internacionalmente; si la investigación fue-
¡a deter ninante para acceder a un puesto 
docente y para ocupar cargos de responsa-
bilidad; si las universidades compitieran y 
colaboraran entre sí; si hubiera una mayol-
movilidad de estudiantes y piofosores; si 
los claustros lucran mas reducidos y opera-
tivos; silos rectores fueran nombrados en-
tre académicos de "reconocido prestigio". 
Las pi-opuestas son quizá las mejores de 
los últimos años, sin ser ni novedosas ni 
revolucionarias; lo importante sin embar-
go no es que lo sean, sino que resulten 
eficaces para me,jol-al-  sustancialmente la 
universidad. 

Ahora bien, nada hace prever que la 
universidad sea capaz de i-efoi-marse a sí 
misma simplemente porque una nueva 
ley así lo diga. Las grandes universidades 
contemporáneas no han surgido de pro-
yectos de reforma de las ya existentes, sino 
de verdaderas reftindaciones en las que la 
selección de su principal activo, los pi-ofo-
sol-es, ha sido tan importante como el dise-
ño del nuevo entorno institucional. En Es-
paña, este pioceso no se ha llevado nunca 
a cabo. En los dos últimos siglos, solo dos 
textos legislativos han contemplado la re-
novación completa de sus claustros como 
paso previo a la refoi-ma de la universidad, 
con garantías económicas para quienes se 
vieran forzados  abandonarla: el regla-
mento de 1821 y el Estatuto de Autonomía 
de la Universidad de Barcelona de 1933, 
por motivos muy distintos, como es lácil 
imaginar. La depuración de los claustros  

universitarios ti-as la Guerra Civil se hizo 
por otras vías legales. Llegada la democra-
cia, la Ley de Refoi-ma Universitaria de 
1953 estableció un nuevo mal-co institucio-
nal, pelo al mismo tiempo consolidó en 
sus puestos, e incluso promocionó, a los 
profesores vinculados a la universidad en 
aquel momento, a través de las disposicio- 

Sin incentivos adecuados 
ni controles posteriores 
no hay reforma 
educativa de verdad 

nes transitorias, con lo cual cometió una 
especie de suicidio administrativo. Bajo el 
amparo de una mal definida "autonomía 
universitaria" y en ausencia de mecanis-
¡nos eficaces de control social, dichos pro-
lesoies patrimonializaron la universidad, 
aplicando de la ley lo que les convenía y 
soslayando lo que no les interesaba, con la 
total pasividad del ministerio. Algunas de 
las propuestas sugeridas por el actual co-
mitd de expertos las contemplaba la pro-
pia 1-11 13, como la necesidad de implantar 

una contabilidad analítica, que 30 años 
después aún no existe; o el requisito de 
que nadie pudiera aspirar a un puesto de 
funcionario en la universidad donde se fui-
biera doctorado sin antes pasar uno o dos 
años en otra universidad, requisito que se 
soslayó durante años mediante "certifica-
ciones" pactadas entre universidades has- 

ta que, según me conlLsó el entonces secre-
tario de Estado, se anuló mediante decreto 
"para adecuar la ley a la ¡-calidad'. 

Siguiendo la tradición española, las 
propuestas no proponen una renovación 
de los claustros universitarios, sino la 
consolidación de los derechos adquiridos 
de funcionarios y profesores acreditados, 
entre los que yo misma me encuentro.  
No se plantean, tampoco, una cuestión 
de fondo de la que depende el éxito del 
nuevo diseño institucional: cómo conse-
guir que los más de 51.101 profosores fun-
cionarios, "de los cuales el 57,6% tiene 
una actividad investigadora nula o inexis-
tente", según el informe, a los que se su-
man más de 50.000 entre interinos y con-
tratados cuyos méritos se desconocen, 
acepten la reforma y no la dinamiten des-
de dentro, con o sin la ayuda de algún 
que otro partido político. El meollo del  

problema está en poner el cascabel al 
gato, es decir, en encontrar la iiianeia de 
que la refornia verdaderamente se apli-
que, en lugar de quedar diluida en una 
niai-aña de legislación y guerrilla buro-
crática, conio ha ocurrido con las anterio-
res. La clave está en los instrumentos 
que se otorguen a las nuevas autoridades 
académicas para que puedan actuar con-
tra el poderoso lobby universitario en lu-
gar de ser, como las actuales, sil cabeza 
visible. El fracaso de los consejos socia-
les, que debían haber defendido los inte-
reses de la sociedad frente los corporati-
vos, es sintomático y se debe a que han 
carecido de esos medios de actuación. 
Fueron los incentivos y los inst i-Lnnen tos 
los que follaron, no la idea en sí, lo que 
debe tenerse muy presente en el futuro. 

Es cierto que las propuestas recomien-
dan imnplammtai-  incentivos, tanto persona-
les como institucionales. Pero sus suge-
rencias en esta mnatei-ia son muy pobres y 
se limitan a aconse,jai-  el establecimiento 
de dilei-encias salariales entre los profeso-
les hoy escasísimas, y a pi-oponer que el 
sistema de financiación de las universida-
des se vincule a la docencia e investiga-
ción y "al extraordinario vale¡-  que su acti-
vidad aporta al conjunto de la sociedad" 
cuya "estimación es muy compleja". Los 
expertos pasan la patata ca lien te al mninis-
telio para que "establezca un conjunto 
de criterios e indicadores objetivos", es 
decir, proponen que se estudie el tema. 
Sorprende que no hayan analizado los 
distintos modelos de financiación de las 
universidades públicas que muchas co-
ni unidad es autónomas tienen ya implan-
tados y que contemplan ese tipo de "indi-
cadores objetivos". El de la Comunidad 
de Madrid, negociado y aprobado siendo 
yo misma responsable de la política uni-
ve 1-si tai-ia y de investigación, recogía am-
bas vertientes, docencia e investigación, 
y fue un poderoso incentivo para que las 
universidades iniciaran un gradual proce-
so de cambio. Por desgracia, no ha tenido 
continuidad. 

Los incentivos, especialmente los eco-
miólnicos, provocan respuestas inmedia-
tas por parte de las instituciones y de los 
individuos; las regulaciones, por el con-
trario, solo desatan mecanismos de resis-
tencia al cambio que, de hecho, acaban 
desvirtuando  el nuevo mal-co immmst i tucio-
¡ial. Sin incentivos adecuados y sin con-
troles posteriores eficaces no hay refor-
ma verdadera. Lamentablemente, sin em-
bargo, la aportación de las pi-opuestas en 
ambos sentidos es clai-amnente insuficien-
te y contrasta con lo prolijo del 1-esto de 
las recomendaciones, que se insertan en 
la ilieJor tradición intervencionista y re-
guladora española. Espero que el actual 
Gobierno sea consciente de los obstácu-
los a los que se enfrenta  una auténtica 
1e foi-nia de la universidad y tenga la yo-
1 tni tad política de establecer un nial-co 
institucional adecuado, de vacunarlo con-
tra los virus académicos y políticos que 
han hecho abortar tantos otros proyectos 
bien intencionados, de dotar a los miuevos 
responsables universitarios de los incen-
tivos ade ctmados para imp lan tarlos en mi 
niedio hostil al canibio, y de dar a la socie-
dad los niecanisnios de control imnpres-
cimidibles que garamiticemi su éxito. 

El país se juega sil futuro. 
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